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Por una Venezuela mejor
Jean Pierre Wyssenbach, s.j.*

El siguiente dossier es un resumen de los 

datos más resaltantes del Informe Anual 

2013 de Provea, haciendo énfasis en la 

situación de los derechos económicos, 

sociales y culturales en Venezuela

Provea

l Informe Anual 2013 sobre la Situación 
de los Derechos Humanos en Venezue-
la del Programa Venezolano Educación-
Acción en Derechos Humanos (Provea) 
comienza con esta reflexión: La realiza-
ción de esta investigación tiene como 
objetivo ofrecer un diagnóstico que per-
mita más y mejores políticas públicas 
desde una perspectiva de derechos hu-
manos. No obstante, esta labor de con-
traloría social, presente en la Constitu-
ción, cada día es más difícil debido a la 
imposibilidad de acceder a la informa-
ción sobre la gestión de gobierno que 
debería ser de acceso público. 

En un rastreo realizado el 17.05.14, Pro-
vea diagnosticó que apenas el 28,1 % de 
32 instituciones públicas tenían algún 
informe de gestión publicado en su sitio 
web. Asimismo, de 32 instituciones  
15,6 % tenía publicada la Memoria y 
Cuenta del año 2012, mientras que ape-
nas 9,3 % tenía publicado el informe de 
gestión correspondiente al año 2013. El 
alto porcentaje de ausencia de informa-
ción sobre la gestión de las instituciones 
sugiere que estaríamos en presencia de 
una política deliberada de ocultamiento 
de memorias y cuenta.

El Gobierno venezolano es sumamen-
te inteligente y dispone de todos los 
medios para dar a conocer sus éxitos. 
Por eso en este resumen nos limitamos 
a los aspectos que no contemplan los 
informes oficiales.

Derecho a la alimentación
El indicador de escasez cerró para di-

ciembre de 2013 en 22,2 %, el más alto 
en los últimos 46 meses o desde enero 
de 2010. Para el mismo año el Índice 
Nacional de Precios al Consumidor cerró 
en 56,2 %, la inflación de alimentos en 
72,1 %, el valor promedio de la Canasta 
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Con respecto al agua 
potable, las fallas en el 
suministro del líquido 
son graves y continuas 
llegando solo a 
abastecer a muchos 
hogares uno o dos días 
a la semana y a veces 
escasea por más de una 
semana.

Alimentaria Normativa en Bs. 3 mil 324 
y el salario mínimo en Bs. 3 mil 270. Fi-
nalmente las importaciones, según datos 
publicados por el Instituto Nacional de 
Estadística (INE), se ubicaron en el orden 
de los 37 mil 802 millones de US$, entre 
enero y octubre de 2013.

Por su parte, el Centro de Documen-
tación y Análisis Social de la Federación 
Venezolana de Maestros (Cendas-FVM) 
muestra que la canasta alimentaria cerró 
para diciembre de 2013 en Bs. 6 mil 416. 
Y según datos del Ministerio del Poder 
Popular para la Agricultura y Tierras 
(Mppat), Venezuela produce 50 % de los 
productos consumidos en el país.

Derecho a un ambiente sano
En febrero de 2013, Eduardo Páez-

Pumar, director de la Asociación Integral 
de Políticas Públicas y miembro de la 
Comisión de Infraestructura de la Aca-
demia de la Ingeniería y el Hábitat, se-
ñalaba en la prensa nacional que la ma-
yor parte de los trabajos de saneamien-
to del Guaire estaban paralizados y, ade-
más, el desorden en la ejecución finan-
ciera del proyecto a cargo del Ministerio 
del Poder Popular para el Ambiente (Mi-
namb), impedía conocer el porcentaje 
exacto de avance de los trabajos.

Derecho al agua potable
Con respecto al agua potable, las fa-

llas en el suministro del líquido son gra-
ves y continuas llegando solo a abastecer 
a muchos hogares uno o dos días a la 
semana y a veces escasea por más de 
una semana.

Tratamiento de desechos sólidos  
en Venezuela
Análisis hechos por expertos revelan 

que el tratamiento de los desechos sóli-
dos en el país no es el adecuado. Por 
ejemplo, no existe el debido control y 
tratamiento en los vertederos y rellenos 
sanitarios con los desperdicios biológi-
cos, jeringas usadas, medicinas vencidas, 
baterías, pilas, bombillos ahorradores 
–que contienen mercurio– quemados o 
gastados, entre otros, que actualmente 
forman parte de la basura doméstica, 
industrial y sanitaria, los cuales deberían 
ser separados y recibir un tratamiento 
especial de acuerdo con la Ley sobre 
Sustancias, Materiales y Desechos Peli-
grosos y la Ley de Gestión Integral de 
la Basura.

Protección a la tierra
En operativos especiales realizados 

por el Destacamento 28 de la Guardia 
Nacional Bolivariana (GNB) durante el 
año 2013, fueron detenidas 408 personas 
por estar incursos en delitos ambienta-
les, y retenidos un total de 25 mil 549 
estantes de madera, de especies prote-
gidas. La misma situación de explotacio-
nes forestales se presenta en las demás 
regiones del país.

En cuanto a los incendios forestales 
que durante la época de sequía (noviem-
bre-abril) se presentan en el país, sola-
mente en el período 2012-2013 se per-
dieron mil 600 hectáreas de bosques del 
Parque Nacional Henri Pittier, mil 400 
hectáreas del Parque Nacional Canaima, 
y en el estado Aragua fueron afectadas 
otras 436 hectáreas.

Protección del aire
Según el Sistema de Indicadores y Es-

tadísticas Nacionales para la Gestión del 
Ambiente (Sienaga) del Minamb, se re-
gistró para Maracaibo un Índice de la 
calidad del Aire de 214, el valor más al-
to de las ciudades venezolanas. Le siguió 
Barcelona con 120. Las demás ciudades 
se ubicaron por debajo de 100. 

Según el Reporte Ambiental 2012 que 
emite la Gerencia de Estadísticas Ambien-
tales del Instituto Nacional de Estadísticas 
(INE), la concentración en el aire de par-
tículas suspendidas menores de diez mi-
crogramos (μg) (PM10) para Caracas re-
gistra un incremento progresivo del 2008 
–31,58 μg/m3– al 2011 – 45,1 μg/m3. 

Para el eje Barcelona-Puerto La Cruz, 
los valores oscilaron en ese lapso entre 
53 y 62 μg/m3. Si se comparan estos 
números con la pauta dada por la Or-
ganización Mundial para la Salud (OMS), 
que establece como indicador aceptable 
20 μg/m3 de PM10 como media anual, 
se tiene que dichas ciudades superan 
con creces este parámetro internacional.

Gestión de residuos sólidos
En cuanto a la gestión de residuos só-

lidos, actualmente Venezuela alcanza en-
tre 20 y 24 mil toneladas de basura diaria 
con una tasa ínfima de recuperación.

Problemática minera en el sur del país
Según organizaciones no guberna-

mentales de derechos indígenas, en las 
entrañas del estado Amazonas se en-
cuentran hasta 4 mil mineros ilegales o 
garimpeiros, todos ellos presuntamente 
bajo la protección de las Fuerzas Arma-
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El país continúa sin 
tener un sistema 
nacional de evaluación 
de los aprendizajes que 
permita evaluar la 
aceptabilidad de la 
educación lograda, una 
de las características 
esenciales del derecho, 
situación que se viene 
presentando desde 
2003.

das Revolucionarias Colombianas (Farc), 
buscando oro, diamantes y coltán. 	

	A esta problemática se suma el con-
trabando de armas, drogas y gasolina, 
aunado a otras situaciones ambientales 
que afectan al Amazonas como las de-
forestaciones con fines de saque de ma-
dera, negocio que puede llegar a mover 
hasta 100 mil millones de dólares al año, 
y con ello el lamentable resultado de la 
pérdida de mil 100 kilómetros cuadra-
dos de bosques anualmente.

PDVSA, siniestros y derrames
Se estima, por falta de cifras oficiales, 

que en la industria de hidrocarburos 
venezolana sucedieron entre treinta y 
sesenta accidentes, sin contarse los de-
rrames de crudo y derivados, es decir, 
explosiones, incendios, hundimientos 
de gabarras, entre otros.

La Asociación Internacional de Pro-
ductores de Petróleo y Gas (OGP) seña-
la, a través de un informe, que Pdvsa 
tiene el mayor índice de siniestros, en 
comparación con el resto de las petrole-
ras importantes del continente. Igualmen-
te expresan que: “Las operaciones de 
PDVSA muestran niveles inaceptables de 
riesgo, no solo para trabajadores propios 
y contratados, sino para las poblaciones 
circundantes, principalmente en las ins-
talaciones como –las refinerías– Amuay, 
Cardón, El Palito y Puerto La Cruz”.

	Derecho a la educación
Las cifras oficiales indican que la po-

blación excluida entre tres y cinco años 
es de 508 mil 025 personas; de 67 mil 
302 entre los seis y once años, y de 332 
mil 239 entre los doce y dieciséis años. 
Todo ello da un total de un millón 007 
mil 566 personas sin atender entre las 
edades de tres a dieciséis años.

Respecto de la población entre tres y 
cinco años que no está incluida en el 
sistema escolar, diez entidades federales 
están por encima del promedio nacional 
(lo que equivale a decir que tienen más 
porcentaje de población sin atender); 
cinco de ellas con promedios que supe-
ran 40 %, tales como los estados Apure, 
Barinas, Guárico, Mérida, Monagas, Tá-
chira y Trujillo.

Del total de los cargos docentes (571 
mil 536), 66,9 % es titular (382 mil 560); 
21,5 % interino (122 mil 746) y 11,6 % 
está clasificado como otros (sin especi-
ficarse en qué consiste la categoría).

El país continúa sin tener un sistema 
nacional de evaluación de los aprendi-
zajes que permita evaluar la aceptabili-
dad de la educación lograda, una de las 
características esenciales del derecho, 
situación que se viene presentando des-
de 2003.

En la página 126 del Informe de Pro-
vea se recogen dieciocho problemas dis-
tintos que en un año llegan a producir 
540 emergencias en las escuelas.

Derechos laborales
Desde el Ejecutivo nacional se man-

tuvo un discurso orientado a descalificar 
a sectores del movimiento sindical que 
asumen posiciones críticas y autónomas, 
incluso del propio partido de gobierno. 
Continuó el enjuiciamiento de sindica-
listas por adelantar procesos de exigibi-
lidad de derechos, así como los despidos 
injustificados violando el fuero sindical. 
De la misma manera se intensificó el 
cerco jurídico contra el ejercicio del de-
recho a la huelga, con nuevas normas 
que establecen penas de cárcel. Apareció 
la militarización de las fábricas estatales 
como una manera de responder a los 
conflictos laborales, y la ubicación de 
oficiales activos de la Fuerza Armada en 
cargos de dirección de empresas básicas. 
Hubo poco avance de propuestas pro-
movidas desde el Estado, del control 
obrero y los consejos de trabajadores.

Tasa de ocupación
El INE precisó que en diciembre de 

2013 la población desocupada fue de 
780 mil 364 personas (5,6 %).

Segmentación del empleo
En cuanto a la segmentación del em-

pleo, las cifras oficiales revelan que de la 
población ocupada –un total de 13 mi-
llones 165 mil 887 personas–, 10 millones 
379 mil 167 (78,8 %) estaban incorporadas 
en el sector privado y 2 millones 786 mil 
720 (21,2 %) en el sector público.

El empleo en el sector informal des-
cendió en proporción similar; pasó de 
5 millones 405 mil 909 personas en di-
ciembre de 2012, a 4 millones 996 mil 
360 personas en el mismo mes de 2013, 
con lo cual 409 mil 549 venezolanos 
salieron de las filas informales.

Inamovilidad laboral
El coordinador de la Corriente Clasis-

ta Unitaria Revolucionaria y Autónoma 
(C-Cura), Orlando Chirinos, cuestionó 
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que la inamovilidad laboral no se cum-
ple en la administración pública y en las 
empresas del Estado: “En la mayoría de 
las empresas expropiadas se ha botado 
a un gran número de personas irrespe-
tando la inamovilidad”. Denunció, ade-
más, que más de cinco mil trabajadores 
del sector público cuentan con orden de 
reenganche y pago de salarios caídos, 
“pero el Ejecutivo no los ha respetado”. 

La Federación de Trabajadores del Zu-
lia (Fetrazulia) denunció el despido in-
justificado de cinco mil trabajadores  
–entre contratados, fijos y tercerizados– 
de la Gobernación del estado Zulia, a 
cargo del dirigente oficialista Francisco 
Arias Cárdenas. En el caso de los fijos, 
fueron despedidos trabajadores con más 
de veinte años de servicio.

La Memoria y Cuenta 2013 del Minpp-
trass indica que durante 2013 se gestio-
naron 116 mil 287 reclamos laborales.

Derecho al salario  
y a una remuneración justa
Al cierre de 2013 la inflación se ubicó 

en 56,2 %, de acuerdo con el Banco 
Central de Venezuela (BCV), un repun-
te significativo con respecto a 2012 cuan-
do cerró en 20,1 %. Los precios de los 
alimentos y las bebidas no alcohólicas, 
que representan el mayor peso en el pre-
supuesto familiar, aumentaron 73,9 % en 
los doce meses de 2013.

Fuentes económicas atribuyeron la al-
ta inflación de 2013 a la impresión de 
bolívares por parte del BCV para finan-
ciar al Gobierno, a la escalada del dólar 
en el mercado no oficial y a la reducción 
de la oferta de productos debido al de-
terioro del aparato productivo.

El Centro de Documentación y Análi-
sis Social de la Federación Venezolana 
de Maestros (Cendas-FVM) explicó que 
el costo de la canasta alimentaria en di-
ciembre de 2013 fue de Bs. 6 mil 416, de 
modo que se requieren 2,1 salarios mí-
nimos para cubrirla. La cesta de alimen-
tos, precisa el estudio, subió 57,5 % en el 
período diciembre 2013-diciembre 2012. 

Por su parte, La canasta básica familiar 
se ubicó, en diciembre de 2013, en Bs. 15 
mil 622,05 y se requieren 5,3 salarios mí-
nimos para cubrir su costo. La variación 
anualizada respecto al mismo período de 
2012 fue de 66,4 % (Bs. 6 mil 234,02).

Violencia en el contexto sindical
Según el Observatorio Venezolano de 

Conflictividad Social (OVCS) un total de 
59 sindicalistas y trabajadores fueron 

asesinados en diversas circunstancias, la 
mayoría en presuntos conflictos inter-
sindicales, lo que equivale a un prome-
dio de cinco asesinatos por mes. De 
ellos, 49 pertenecen al sector de la cons-
trucción, cinco al sector petrolero, dos 
al sector transporte y los otros tres a los 
sectores alimentos, eléctricos y adminis-
tración central. El estado Bolívar nueva-
mente aparece como la región geográ-
fica con mayor cantidad de asesinatos 
–once en total.

Derechos de los pueblos indígenas
El Estado venezolano tiene doce años 

de mora con los pueblos indígenas y ha 
demarcado menos del 5 % del total de 
territorio calculado que pertenecería a 
las comunidades originarias.

 Conflictos por tierras
El 03.03.2013 fue asesinado por sica-

rios el cacique Yukpa Sabino Romero y 
herida su esposa Lucía Martínez de Ro-
mero en la carretera que conduce a El 
Tokuko, en la Sierra de Perijá, en el mu-
nicipio Machiques del estado Zulia. Sa-
bino había sufrido una constante crimi-
nalización por parte de las autoridades 
debido a su movilización en defensa de 
los derechos del pueblo yukpa. Sufrió 
privación de libertad durante dieciocho 
meses y era permanentemente hostigado 
por funcionarios policiales. Según Lusbi 
Portillo, representante de la ONG Socie-
dad Homo et Natura, Sabino había reci-
bido más de veinte amenazas de muerte.

Esta muerte se suma a las seis ocurri-
das durante 2012, todas efectuadas bajo 
la modalidad de sicariato, y cubiertas 
por la impunidad, y a los hechos de vio-
lencia contra Zenaida Romero, hija de 
Sabino, por parte de militares en octubre 
de 2012.

 Minería y etnocidio
Existen dos mafias que controlan la 

actividad minera en el Alto Caura. Una, 
la mafia minera de los colombianos, que 
cobran impuestos por todo lo que se 
transporta fluvialmente a las minas; y la 
otra, la banda de los Maripeños, quienes 
han conformado una alcaldía paralela 
para controlar el multimillonario negocio. 

De acuerdo a distintas denuncias rea-
lizadas por las organizaciones Kuyujani 
y Medewadi, actualmente existen tres 
mil mineros ilegales en la parte Alta del 
Caura, quienes están devastando los eco-
sistemas, utilizando a los indígenas co-

El Estado venezolano 
tiene doce años de mora 
con los pueblos 
indígenas y ha 
demarcado menos del  
5 % del total de 
territorio calculado que 
pertenecería a las 
comunidades 
originarias.
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El deterioro de la salud 
pública no solo se 
observó en los servicios 
médicos. Durante 2013, 
se redujeron las 
vacunaciones a nivel 
nacional, aumentaron 
las enfermedades por 
parásitos y vectores, 
continuó el 
estancamiento de la 
mortalidad materno-
infantil, se agudizaron 
las interrupciones en la 
entrega de tratamientos 
a personas en condición 
crónica de salud…

mo caleteros para que carguen tambores 
de combustible ilegal, cajas de cerveza, 
alimentos y demás suministros.

 

Presencia de las FARC en territorios 
indígenas
El gobernador del estado Amazonas, 

Liborio Guarulla, estima que puede ha-
ber hasta 4 mil guerrilleros en esta enti-
dad. También dijo que a cinco kilómetros 
de Puerto Ayacucho han hecho reuniones 
con comerciantes para implantar vacuna. 
Además se refirió a indígenas locales que 
han entrado en conflicto porque en sus 
tierras ancestrales la guerrilla ha tomado 
el control de la explotación del oro y el 
comercio de gasolina.

Oipus denuncia problemática  
en Amazonas
La Organización Indígena Pueblo 

Uwottujä de Sipapo (Oipus) ha introdu-
cido sendos documentos en la Fiscalía 
91º a nivel nacional con competencia en 
materia indígena del Ministerio Publico, 
sobre permisos otorgados por parte del 
Instituto Socialista de la Pesca y la Agri-
cultura (Isopesca) que están trayendo 
como consecuencia la pesca irracional, 
ejecutada con artes y formas no permi-
tidas según la normativa que regula la 
materia (Resolución 002 del Ministerio 
de Agricultura y Tierra), y el otorgamien-
to de permisos a expediciones para rea-
lizar actividades en sus sitios sagrados 
como es el Autana. Es preocupante que 
esos permisos hayan sido otorgados por 
el órgano competente que debe salva-
guardar los derechos de los pueblos y 
comunidades indígenas.

 Derecho a la salud y al desarrollo 
social
Hay 76 mil 621 casos de malaria, re-

portados hasta la semana 52 (diciembre 
2013) en el boletín epidemiológico del 
Ministerio de Salud, lo que representa 
un aumento de 50,1 % con respecto al 
período homólogo del año anterior (51 
mil 050 casos).

Solo en los sectores yanomami de 
Mavaka, Mavaquita, Ocamo y Platanal 
del municipio Alto Orinoco, fallecieron 
76 yanomamis de diferentes comunida-
des por enfermedades y falta de aten-
ción médica y medicamentos.

 Derecho a la educación
Desde nuestro informe septiembre 

2008-octubre 2009, estamos señalando 

que pareciera haber falta de voluntad 
política para la creación del Instituto 
Nacional de Idiomas Indígenas. Trans-
curridos cinco años no se ha creado el 
Consejo de Idiomas Indígenas como ins-
tancia consultiva del primero.

Derecho a la salud
Este año, Provea recogió mil 976 de-

nuncias sobre constantes impedimentos 
para la prestación de servicios en la salud 
pública, lo que representa un aumento 
de 84 % respecto de las registradas en 
2012. De estas denuncias, 85 % proceden 
de los principales hospitales públicos del 
país –78 centros reportados en 17 esta-
dos– donde se encontró de modo gene-
ral y repetitivo hasta final de año: falta 
de insumos básicos, material médico-
quirúrgico y medicamentos; personal de 
salud insuficiente; falla de equipos mé-
dicos y de aires acondicionados por fal-
ta de mantenimiento y continuas inte-
rrupciones eléctricas; además de proble-
mas de infraestructura, presentándose 
hacinamiento e insalubridad en varios 
centros por el desbordamiento de aguas 
negras, inundaciones y falta de agua.

En contratos con Cuba, la Contraloría 
General de la República encontró irregu-
laridades por tercer año consecutivo y el 
Estado fue negligente al permitir que se 
paralizaran la mayoría de los equipos de 
radioterapia comprados a Argentina, por 
no renovación de contratos de manteni-
miento durante casi dos años.

El deterioro de la salud pública no 
solo se observó en los servicios médi-
cos. Durante 2013, se redujeron las va-
cunaciones a nivel nacional, aumentaron 
las enfermedades por parásitos y vecto-
res, continuó el estancamiento de la 
mortalidad materno-infantil, se agudi-
zaron las interrupciones en la entrega 
de tratamientos a personas en condición 
crónica de salud, el déficit de especia-
listas para atenderlas y los medios para 
el diagnóstico temprano, lo cual refleja 
un mayor debilitamiento de los progra-
mas de la salud pública.

Recuperación de los hospitales
El 02.03.2013, el presidente Maduro 

anunció un plan de esfuerzo conjunto 
o Plan Cayapa, para recuperar los “vie-
jos hospitales del país, que se habían 
quedado rezagados de la modernización 
del sistema público de salud”.

Por otra parte, las investigaciones de 
la Misión Eficiencia revelaron que las 
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obras de construcción de seis hospitales 
especializados en cinco estados del país, 
iniciadas en 2010, con una inversión de 
mil 272 millones de bolívares, estaban 
paralizadas, incluyendo una en el estado 
Apure y dos en el estado Anzoátegui, 
además de varias obras de remodelación 
en el estado Lara.

Registro y regulación de precios  
de las clínicas privadas
La mayor demanda por parte de los 

empleados públicos puso en aprietos a 
las clínicas privadas que presentaron 
saturación de sus servicios, principal-
mente las emergencias, lo cual ocurrió 
de forma frecuente este año, reportando 
listas de espera de cuatro a seis horas; 
tres días para ocupar una cama y un 
mes para una cita.

Sistema público de salud
En este año, las denuncias registradas 

en la base de datos de Provea sobre las 
dificultades que afectan a la población 
venezolana en los centros de salud pú-
blicos se duplicaron con un aumento de 
84 %. Pasaron de mil 074 denuncias en 
el año 2012, a mil 976 en el 2013, dentro 
de un patrón ascendente en los últimos 
años.

Disponibilidad de servicios de salud
En comparación con el estándar in-

ternacional de camas hospitalarias pú-
blicas (3 x mil habitantes), Venezuela 
presenta un alto déficit, que ha ido cre-
ciendo en los últimos años hasta llegar 
a 70 %. En el año 2009, había 30 mil 964 
camas disponibles, con 67 % de ocupa-
ción; para el año 2012, hubo 6 mil 277 
camas menos (24 mil 687), con un por-
centaje todavía más bajo de ocupación 
–57 %– que el obtenido en 2009.

En el año 2013, trabajadores del Siamu 
(Sistema integral de atención médica de 
urgencia) denunciaron que apenas fun-
cionaban cinco de veinticinco ambulan-
cias, y que la ciudad de Caracas solo 
contaba con las ambulancias de los bom-
beros y Protección Civil, que suman ape-
nas 64 de las 222 que debería haber 
según estándares internacionales.

Disponibilidad de personal de salud
De la salud pública se han retirado en-

tre 12 mil y 15 mil profesionales de la me-
dicina por las múltiples restricciones para 
ejercer adecuadamente la práctica médica, 
las permanentes violaciones de los dere-
chos laborales y la creciente hostilidad en 

los ambientes de trabajo. Además, persis-
te el déficit de personal de enfermería que 
los gremios calculan en 60 % y se agrega 
también el de bioanalistas.

	Al déficit de médicos se suma la dis-
minución del número de estudiantes de 
medicina y de médicos residentes que 
hacen sus residencias de post-grado en 
los hospitales públicos. La Sociedad Ve-
nezolana de Salud Pública ha calculado 
que “solo entre 30 % y 40 % de los cu-
pos de residentes están cubiertos actual-
mente en el sistema público de salud”.

Acceso a medicamentos, insumos  
y reactivos
El desabastecimiento abarcó insumos 

básicos y médico-quirúrgicos en los cen-
tros de salud públicos, que aumentó las 
listas de espera por cirugías. En octubre 
de 2013, el déficit de insumos llegó a 75 % 
en las 137 empresas afiliadas a la Asocia-
ción Venezolana de Distribuidores de Equi-
pos Médicos y Odontológicos (Avedem).

El informe de la Contraloría General 
de la República del año 2013, encontró 
irregularidades, por tercera vez, en nue-
ve contratos –suscritos entre el 2012 y 
el primer semestre de 2013– referidos a 
la adquisición de medicamentos y ma-
terial médico-quirúrgico, por un monto 
de 2 mil 798,5 millones de bolívares, 
destinados a la Fundación Misión Barrio 
Adentro, cuya recepción, almacenamien-
to y distribución estaba a cargo del Ser-
vicio Autónomo de Elaboraciones Far-
macéuticas (Sefar).

Embarazadas y niños recién nacidos
Un total de 58 % de las embarazadas 

en Venezuela no recibe atención prena-
tal. A las muertes materno-infantiles con-
tribuye que Venezuela sea el tercer país 
de América Latina con la tasa más alta 
de embarazo adolescente, calculada por 
el Fondo de Población de las Naciones 
Unidas (Unfpa por sus siglas en inglés)  
para el 2013 en 101 nacimientos por ca-
da mil mujeres, de madres que tenían 
de 15 a 19 años. 

Personas en emergencias y lista  
de espera
La ausencia de un sistema de atención 

de urgencias genera muertes evitables. 
Por otra parte, cerca de 300 mil personas 
anotadas en diferentes listas de espera 
en hospitales, es el rezago de interven-
ciones quirúrgicas acumuladas a nivel 
nacional. El promedio de espera por una 
operación en centros de salud públicos 

De la salud pública se 
han retirado entre 12 mil 
y 15 mil profesionales 
de la medicina por las 
múltiples restricciones 
para ejercer 
adecuadamente la 
práctica médica, las 
permanentes 
violaciones de los 
derechos laborales y la 
creciente hostilidad en 
los ambientes de 
trabajo. 
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es de tres a ocho meses. La Presidenta 
de la Sociedad de Médicos del Hospital 
J. M. de Los Ríos, Yamila Battaglini, ase-
guraba que solo en ese hospital había 
una lista de espera de 5 mil niños.

Personas con cáncer
Más de mil 500 personas con cáncer 

en listas de espera dejaron de recibir 
tratamiento de radioterapia, debido a la 
paralización de 19 centros o unidades 
de radioterapia y 27 equipos de medi-
cina nuclear comprados a Argentina en 
el año 2004, por un monto de 102 mi-
llones de bolívares. Los equipos estu-
vieron dos años sin mantenimiento por 
no renovarse los contratos con la em-
presa proveedora.

Personas con VIH
En reportes de Acción Ciudadana con-

tra el Sida (Accsi), la Red Venezolana de 
Gente Positiva (RVG+), Acción Solidaria 
(Acsol) y Stop VIH, se encontraron fallas 
de siete antirretrovirales que consumen 
42 mil 223 personas con VIH. Igualmen-
te, el Informe Mundial sobre la Situación 
del VIH/SIDA 2013, elaborado por 
Onusida, señaló que Venezuela retroce-
dió en sus capacidades de respuesta al 
VIH, debido al aumento de 85 % en 
nuevos casos de jóvenes con VIH, y de 
50 % en muertes por Sida. 

Personas que requieren diálisis  
y trasplantes 
Un total de 15 mil personas con pro-

blemas renales, que requieren diálisis, 
afrontaron fallas de tratamiento, además 
de falta de camas en unidades de he-
modiálisis. 

Personas con leucemia
Igualmente afectadas se vieron 560 

personas con linfoma, por la falta de 
medicamentos para quimioterapia y 
equipos de radioterapia.

Personas con problemas 
hematológicos
El Banco Municipal de Sangre se de-

claró en cierre técnico, institución que 
atiende 3 mil 660 personas al mes con 
problemas hematológicos, de las cuales 
2 mil 700 son personas con hemofilia. 
El déficit presupuestario de este centro 
alcanzaba 95 %.

Personas con afecciones mentales
Más de 10 mil pacientes con afeccio-

nes mentales no están siendo atendidos 
por centros de atención psiquiátrica.

Derecho a la tierra
Según la Comisión de Administración 

de Divisas (Cadivi), en 2012 fueron asig-
nados 7 mil 246,96 millones de dólares 
para cubrir importaciones ordinarias pa-
ra el sector alimentos y bebidas; es de-
cir, un aumento de 14,9 % en compara-
ción con lo otorgado durante 2011, cuan-
do la asignación para importación de 
alimentos llegó a 6 mil 305,59 millones 
de dólares.

Debido proceso y rescate de tierras 
Durante el período que cubre el pre-

sente Informe, Provea tuvo conocimien-
to de denuncias sobre acciones de res-
cate de tierras realizadas por el INTI al 
margen de la legalidad vigente. Este ac-
cionar irregular del INTI pone en entre-
dicho la justeza de las directrices cons-
titucionales y las políticas destinadas a 
acabar con el fenómeno del latifundio 
en el país. 

Políticas de financiamiento agrícola  
y asesoramiento técnico
El total de créditos asignados por la 

banca pública fue de 3 mil 536 millones 
018 mil 058 en el 2012; y 6 mil 053 mi-
llones 909 mil 005 en el 2011; con una 
disminución del 42 %. 

Orientación y desarrollo de la 
producción agropecuaria
En cuanto a las importaciones de ali-

mentos, de representar 10 % de las im-
portaciones totales en promedio en la 
década del 90, en los tres últimos años 
superaron 16 %. Víctor Álvarez, investi-
gador del Centro Internacional Miranda 
(CIM), afirma: “Tenemos una economía 
cada vez más importadora, que ha vis-
to reducir el aporte de la agricultura y 
el aporte de la industria al Producto In-
terno Bruto (…) El sector agrícola, que 
debería aportar al menos 12 % del PIB, 
aporta apenas 4 %”.

Violencia y conflictividad social  
en el campo
Durante 2013, Provea registró cinco 

casos que afectaron a 19 campesinos. 
Dos campesinos fueron asesinados, uno 
por sicarios no identificados y otro por 
funcionarios policiales; 17 fueron dete-

“Tenemos una 
economía cada vez más 
importadora, que ha 
visto reducir el aporte 
de la agricultura y el 
aporte de la industria al 
Producto Interno Bruto 
(…) El sector agrícola, 
que debería aportar al 
menos 12 % del PIB, 
aporta apenas 4 %”.
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nidos arbitrariamente en procesos de 
desalojo de tierras, 10 fueron objeto de 
malos tratos, y uno resultó herido de 
bala; en todos estos casos actuó la Guar-
dia Nacional Bolivariana (GNB). 

Cabe recordar que desde 2000 hasta 
2013, Provea ha registrado el asesinato 
de 122 campesinos en conflictos relacio-
nados con la tenencia de la tierra, ocu-
rriendo la mayor cantidad de asesinatos 
durante 2005, cuando se contabilizaron 
55. A su vez, según los registros de la 
Vicaría de Derechos Humanos de Cara-
cas, desde 1997 hasta finales de 2013 se 
han registrado 35 defensores del derecho 
a la tierra asesinados en Venezuela. 

Derecho a la vivienda

Déficit habitacional 
Según José María de Viana y Ángel 

Alayón en su estudio “Vivienda en Vene-
zuela: un problema con solución”, reali-
zado para la Asociación Venezolana de 
Ejecutivos, 7,56 millones de venezolanos 
requerirían de vivienda, lo que implica 
la existencia de un déficit aproximado de 
dos millones de unidades habitacionales. 

Cada año, solo por el crecimiento de 
la población, se suman al déficit 118 mil 
nuevas viviendas. Si se quisiera eliminar 
el déficit en quince años, se deberían 
construir anualmente, a partir de 2013, 
275 mil viviendas, así como urbanizar 3 
mil 832 hectáreas de terreno anualmente. 

Soluciones habitacionales
La ausencia de información también 

dificulta el seguimiento de las viviendas 
construidas por los llamados convenios 
internacionales. Según la Memoria y 
Cuenta 2012, del total de las 14 mil 303 
viviendas programadas, se habrían cul-
minado 8 mil 004, sin mayor informa-
ción sobre cuál es la ubicación de las 
casas entregadas. Según la Memoria y 
Cuenta 2011, los convenios internacio-
nales tenían bajo su responsabilidad la 
edificación de 106 mil 190 viviendas, por 
lo que apenas se habría ejecutado 7,5 % 
de la meta, lo que revela un gran retra-
so en el cumplimiento de los acuerdos

Según la data recopilada por Provea, 
durante 2012 se entregaron 87 mil 203 
viviendas en todo el país.

Una consecuencia de la escasa con-
traloría gubernamental en los convenios 
son las denuncias sobre el incumpli-
miento de la normativa laboral para los 
trabajadores que han sido traídos de 

otros países para la realización de las 
obras. Dirigentes del sector construcción 
estimaron en 13 mil 700 los ciudadanos 
de nacionalidad china que laboran en 
la GMVV, los cuales no se regirían por 
la normativa laboral venezolana, traba-
jando hasta catorce horas diarias y sin 
percibir diversos beneficios.

El Estado tiene más de 300 mil títulos 
de propiedad de vivienda pendientes. 
Es difícil imaginar lo que significa ingre-
sarlos todos en el registro público.

Disponibilidad de servicios 
Las protestas por la interrupción del 

servicio del agua continuaron siendo 
una constante en todo el país, especial-
mente en las ciudades del interior. 

Un dato consistente y desagregado se 
ubicó en la Memoria y Cuenta 2012 del 
Ministerio del Poder Popular para la Ali-
mentación (Minpal), organismo que se-
gún la Ley de Refugios Dignos es el 
responsable de suministrar alimentos a 
estos centros para damnificados en el 
país. Según el Minpal, hasta el 31.12.2012 
existían 97 mil 775 personas damnifica-
das distribuidas en 574 refugios en el 
país, a quienes se había destinado una 
inversión para suministro de alimentos 
de Bs. 216 millones 351 mil 028. Si divi-
dimos esta cifra entre la cantidad de 
personas habitantes de refugios, nos da 
como resultado que cada persona reci-
bió durante el año la cantidad de Bs. 2 
mil 212,7 para satisfacer sus necesidades 
alimentarias. Si a su vez dividimos esta 
cantidad entre las 1.095 comidas que 
una persona debería realizar al año (tres 
diarias), indica que cada persona habi-
tante de refugios en el país destinó Bs. 
0,49 para cada comida. Esta cifra refleja 
que la Ley de Refugios Dignos ha veni-
do siendo incumplida por las institucio-
nes que en algún momento hicieron én-
fasis en la atención de las familias en 
esta situación. 

Además del progresivo olvido institu-
cional, las personas sin casa sufren pro-
blemas de violencia producto del hacina-
miento en el que se encuentran. Un dato 
que corrobora esta dramática situación 
es que durante 2013, según cifras recopi-
ladas por Provea, doce personas perdie-
ron la vida en refugios del Área Metro-
politana de Caracas y el estado Aragua.

*Miembro del Consejo de Redacción de SIC.

	

Una consecuencia de la 
escasa contraloría 
gubernamental en los 
convenios son las 
denuncias sobre el 
incumplimiento de la 
normativa laboral para 
los trabajadores que 
han sido traídos de 
otros países para la 
realización de las obras.
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